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Abstract

This article reports on the recent Uruguayan ex-
perience with the debate on sexual and repro-
ductive rights. While the Bill for the Defense of
Reproductive Health did not pass in the Senate,
both the prior process and the subsequent im-
pacts have been relevant, generating a social de-
bate that is still incipient but has involved the
mass media, academia, and the political parties
and spawning a discussion that has involved
both houses of Congress for the first time. With-
in this context, an outstanding role has been
played by NGOs devoted to the defense of women’s
rights (especially sexual and reproductive), who
established a coordinating body that included
the trade union movement, which supported
the bill. The debate also led to international ties
that projected it beyond the country’s borders.
The article briefly reviews the background and
basis for the bill, the research it entailed, and the
international commitments assumed by Uru-
guay, before concluding with a summary of the
bill itself and the challenges it poses in terms of
sexual and reproductive rights, specifically with
regard to voluntary interruption of pregnancy.
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Introducción

En mayo de 2004 el Senado de la República Orien-
tal del Uruguay rechazó, en una votación de 17 a
13, el Proyecto de Ley de Defensa de la Salud Re-
productiva, que ya había sido aprobado por la Cá-
mara de Diputados. Este rechazo, producido ma-
yoritariamente con votos de los partidos tradicio-
nales y contrario a la opinión ciudadana, mantu-
vo la vigencia de la ley anterior, que data de 1938.
Ésta considera el aborto como delito, con deter-
minadas excepciones o atenuantes, e impone pe-
nas, incluso de prisión, a quienes lo cometan. 

Anacrónicamente, esta ley establece como
una de las atenuantes o eximentes del delito el
“móvil del honor”, tanto propio como el de la
esposa o un pariente próximo, salvo si quien
comete el delito es también el causante del em-
barazo. Si bien esta ley está vigente desde hace
sesenta y seis años, ha sido jurídicamente inefi-
caz para desalentar la práctica del aborto, que
se continúa realizando en la clandestinidad y
sin el mínimo control sanitario, lo que constitu-
yó una de las razones para presentar el Proyecto
de Ley de Defensa de la Salud Reproductiva.

Antecedentes y fundamentos 
del proyecto de Ley

Los fundamentos para poner en discusión un
proyecto de estas características provenían del
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desconocimiento del número de abortos que
se producían en el país, y la existencia de algu-
nas investigaciones que consolidaban cifras
bastante altas; la existencia de compromisos
internacionales provenientes de la CEDAW
(Committee on the Elimination of Discrimina-
tion Against Women), Cairo y Beijing y la com-
probación por parte de los médicos del hospi-
tal materno infantil “Pereira Rossell”, un hospi-
tal de referencia en Uruguay, de un elevado nú-
mero de muertes maternas por abortos realiza-
dos en condiciones de riesgo. 

El Centro Internacional de Investigación de
la Universidad para la Paz realiza entre el año
2002 y 2003 un estudio acerca de la problemá-
tica del aborto en el Uruguay y sus derivacio-
nes, publicado con el título de Condena, Tole-
rancia y Negación del Aborto en el Uruguay,
donde se plantea que la sociedad uruguaya
asume el tema del aborto con transiciones en-
tre la condena y la tolerancia 1. La investiga-
ción releva la poca repercusión de la práctica
del aborto en la justicia, donde sólo el 0,04% de
aquellos que incurren en el delito tipificado
son penalmente perseguidos, siendo estos da-
tos estables desde hace por lo menos 15 años 1.

En cuanto a las cifras de aborto, concluye
que en el año 2000 se habrían practicado 33.000
abortos clandestinos, que significan que habría
una proporción de 38,5% de abortos en un total
de nacimientos más abortos, es decir, indica la
existencia de una tasa de aborto del 38,5%, lo
que ubica a nuestro país en el 12 lugar entre los
ochenta y tantos países con estudios metodo-
lógicamente aceptables 1. Esto también quiere
decir que en el Uruguay de cada diez concep-
ciones cuatro se abortarían. Por ello, los inves-
tigadores concluyen que hoy día la sociedad
uruguaya sigue recurriendo al aborto como un
medio para regular la fecundidad, teniendo en
cuenta asimismo la estabilidad del número de
nacimientos (entre 50 y 60.000 anuales) y la re-
ducida eficacia de los programas de difusión
de los métodos anticonceptivos.

Finalmente, una de las razones de mayor
peso para presentar el proyecto de defensa de
la salud reproductiva lo constituía la realidad
social y sanitaria del Uruguay con respecto a
los procedimientos y prácticas del aborto, pues-
to que el aborto es, indudablemente, un grave
problema de salud. La práctica mayoritaria del
aborto se presenta como un servicio médico,
público e ilegal, de gestión privada y se han re-
levado 22 tipos de procedimientos para inter-
rumpir embarazos, clasificados en dos grandes
grupos: los medicalizados (81,0%), ejecutados
en clínicas clandestinas con participación de
profesionales de la salud, y los realizados me-

diante prácticas de sabiduría popular (19,0%),
a los que recurren las mujeres que no tienen ac-
ceso a los otros 1.

El Sindicato Médico del Uruguay, la Socie-
dad de Ginecotocología del Uruguay, la Facul-
tad de Medicina, otras entidades y personas
con conocimiento de la situación han puesto
de manifiesto el significado epidemiológico de
que el aborto sea la principal causa de muerte
materna en nuestro país. Esa mortalidad ma-
terna es el indicador más sensible y específico
de inequidad en salud, tanto a escala mundial
como en nuestra realidad nacional. No hay
otro indicador sanitario ni la mortalidad infan-
til, ni la mortalidad perinatal, que indique con
más claridad cómo se encuentra una comuni-
dad desde el punto de vista sanitario, y ello se
deriva de que las mujeres que mueren durante
el embarazo, el parto o el puerperio, lo hacen –
mayoritariamente – como consecuencia de re-
trasos en su diagnóstico, ya sea por no poder
acceder a la consulta o a la terapéutica.

Un estudio realizado en el quinquenio 1995-
1999, sobre mortalidad vinculada con el emba-
razo, parto y puerperio en el Uruguay, da cuen-
ta que en dicho período se produjeron 17 muer-
tes como consecuencia de abortos provocados
en condiciones de riesgo, sobre un total de 62
muertes maternas 2. Esas muertes representan
el 27,9% de la mortalidad general. No obstante,
fue mucho más preocupante la constatación
de que en la puerta del Hospital Pereira Rossell
el señalado porcentaje ascendía a 47,0%, lo que
daba la pauta de la gravedad del tema, teniendo
presente que los porcentajes de mortalidad ma-
terna a nivel mundial son de un 13,0%, en Amé-
rica Latina son 21,0% y en Sudamérica 24,0%.

Aspectos generales del proyecto

El Proyecto de Ley de Defensa de la Salud Repro-
ductiva, que fuera tratado en el Senado duran-
te el 2004, tiene varios aspectos de relevancia
desarrollados en seis Capítulos:
• El Capítulo I, se titula De los Deberes del Es-
tado e instituye al Estado como garante de los
derechos sexuales y reproductivos, siendo su
obligación asegurar el efectivo ejercicio de los
derechos relacionados con la procreación cons-
ciente y responsable de ambos progenitores,
mediante la instrumentación de políticas so-
ciales y educativas referidas a la salud repro-
ductiva, los derechos sexuales y la reducción
de la morbimortalidad materna. 

Otro de sus aspectos relevantes es que obli-
ga al Estado a establecer programas con respal-
do presupuestario para la implementación de
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la ley, poniendo a cargo del Ministerio de Salud
Pública, responsable de los cometidos estable-
cidos por el proyecto de ley, la obligación de in-
cluir en su presupuesto un ámbito institucio-
nal para su ejecución. Por este artículo se esta-
blecen los objetivos del programa, entre los que
se destaca la promoción de la educación sexual
y la obligación de capacitar a todo el personal
de la salud en salud sexual y reproductiva y
planificación familiar, incluidos aspectos rela-
tivos a la orientación y comunicación interper-
sonal, protegiendo a quienes utilicen las técni-
cas de una nueva culpabilización por la deci-
sión tomada.
• El Capítulo II, titulado Circunstancias, Pla-
zos y Condiciones de la Interrupción Voluntaria
del Embarazo establece el derecho de las muje-
res a interrumpir voluntariamente su embara-
zo en determinadas condiciones y con deter-
minados requisitos, permitiendo que la mujer
ejerza el derecho a controlar su propia fecun-
didad y a adoptar decisiones relativas a la re-
producción sin coerción, discriminación, ni vio-
lencia.

Este artículo reconoce a las mujeres el de-
recho a decidir sobre la interrupción del emba-
razo durante las 12 primeras semanas de gravi-
dez, en las condiciones que establece el pro-
yecto: información, apoyo y registro médico de
la intervención. Es respecto a este artículo, que
se han producido las mayores polémicas, tanto
en el seno de la Comisión de Salud Pública del
Senado como en la deliberación parlamenta-
ria, ya que se encuentra en el centro de la dis-
cusión de la sociedad uruguaya. 

El punto se refiere concretamente a si el ar-
tículo 4 del Proyecto de Ley de Defensa de la Sa-
lud Reproductiva choca, en algún sentido, con
el artículo 4o del Pacto de San José de Costa Ri-
ca, que establece que los Estados se compro-
metan a respetar el goce y el ejercicio de los de-
rechos reconocidos y a no limitarlos en mayor
medida que lo previsto en el mismo. La Comi-
sión Interamericana de Derechos Humanos in-
terpreta que la frase “en general” establecida
en el texto, permite a los países mantener las
leyes que existían con respecto al aborto.

Asimismo, se ha producido alguna polémi-
ca respecto a la decisión exclusivamente feme-
nina de culminar un embarazo, y que se funda-
menta en investigaciones que revelan la escasa
responsabilidad del padre biológico después
del divorcio o la separación, donde en el 80,0%
de los casos no se brindan, ni siquiera las pen-
siones alimenticias que obliga la ley. Esto se
traduce en que, en general, las mujeres son las
que enfrentan la crianza de los niños, su edu-
cación, en definitiva la carga parental. Enton-
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ces, se considera de justicia que la última reso-
lución sea tomada por la mujer. No obstante, la
ley no prohíbe la consulta con el padre y si exis-
te una pareja armónica tal resolución de la mu-
jer va a ser tomada en discusión previa con su
pareja. 

Al determinarse los requisitos y condicio-
nes para ejercer el derecho que se confiere, se
establece una carga para el médico, consagra-
da en su propio interés y por la cual se obliga al
médico a quien se plantea la realización de la
técnica de interrupción del embarazo informar
a la posible usuaria otras opciones distintas:
adopción, programas de apoyo a la maternidad
etc. Obliga al profesional actuante a dar infor-
mación y apoyo antes y después de la interven-
ción. Efectuada la intervención, el profesional
deberá dejar constancia en la historia clínica
de haber cumplido los requisitos previstos y re-
gistrar – sin revelar identidad de la usuaria – las
situaciones de aborto o sus eventuales compli-
caciones, a través del Ministerio, con la finali-
dad de tener mayor conocimiento estadístico
de la realidad.

Dentro de las razones que el médico deberá
tomar en cuenta para realizar la interrupción
del embarazo se prevén las circunstancias en
que se ha producido la concepción, penuria
económica, circunstancias sociales, familiares
o de edad de la interesada, que en su opinión
no le permiten continuar la gestación. También
es obligación del profesional actuante recabar
la conformidad de la mujer que resuelve inter-
rumpir el embarazo, mediante la suscripción
de una constancia que se agregará a la historia
clínica, con lo cual quedan a salvo la responsa-
bilidad tanto del médico como de la mujer que
solicita la intervención.

De acuerdo con lo establecido, en el plazo
de 12 semanas y cumpliendo con los requisitos
dispuestos, la realización del aborto no es deli-
to. Tampoco lo es si se realiza fuera del plazo de
las 12 semanas, pero ante casos de grave riesgo
de la salud y de malformaciones congénitas, o
cuando se realiza “para salvar la vida”, confor-
me criterio del médico actuante. En cuanto a
las malformaciones congénitas incompatibles
con la vida, incluye el aborto eugenésico de cri-
terio restrictivo, porque sólo se trata de aquel
incompatible con la vida extrauterina; no es
cualquier malformación. El proyecto entonces
es amplio para salvar la vida de la mujer o para
que no corriera riesgo su salud y restrictivo en
el aborto eugenésico.
• El Capítulo III, denominado Consentimien-
tos Especiales, contiene uno de los ejes clave
del proyecto; el tema del consentimiento. Hoy
día, los países ya no pretenden resolver los pro-
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blemas demográficos mediante el control de la
natalidad, sino que la concepción de los dere-
chos reproductivos y sexuales ha determinado
que no se pueda planificar la población más allá
de la voluntad de los individuos que la integran.

El derecho a la reproducción o a la no re-
producción es concebido por el proyecto como
un derecho humano, por lo cual se conjuga el
tema del consentimiento con la sanción grave
para quien realice un aborto a una mujer sin su
consentimiento. En lo que refiere a las mujeres
menores de 18 años, la finalidad de este proyec-
to es atender la situación del embarazo adoles-
cente, otro grave problema en nuestro país. En
estos casos el proyecto tiene en cuenta siempre
la voluntad de la adolescente que es el eje del
consentimiento y cuya voluntad es complemen-
tada por el asentimiento de sus padres o repre-
sentantes legales. Se establece incluso una so-
lución legal para el caso de ausencia de padres
o representantes, mediante el consentimiento
del guardador de hecho o, en su caso por el juez,
cuando aquellos se niegan a brindarlo en for-
ma irracional.
• El Capítulo IV del proyecto se refiere a las
Disposiciones Generales y se refiere a que la in-
terrupción del embarazo será considerada acto
médico sin valor comercial, como cualquier
acto médico, con lo cual se obliga a todas las
instituciones de asistencia médica públicas o
privadas a prestar este servicio. Es además una
disposición de equidad, porque permite a to-
das las mujeres, independientemente de su ca-
pacidad económica, a acceder a las prácticas
de interrupción del embarazo, y no reitera la
vulnerabilidad que presentan las mujeres de
bajos ingresos.

También prevé el proyecto la situación de
los profesionales de la salud objetores de con-
ciencia, a quienes se otorga un término de 30
días para que pongan en conocimiento del es-
tablecimiento de sanidad para el cual trabajan
su interés de no participar en intervenciones
relacionadas con la interrupción voluntaria del
embarazo. Este requisito impide que la obje-
ción de conciencia se realice en el momento de
la intervención, obstaculizando su efectivo ejer-
cicio. Este es el objetivo del proyecto, puesto
que la objeción de conciencia es algo personal
y no institucional; las personas jurídicas no
pueden tener objeción de conciencia. Este Ca-
pítulo culmina con una limitación de las hipó-
tesis protegidas por el proyecto de ley a las ciu-
dadanas o residentes en el país por más de un
año, a fin de evitar el turismo abortivo y los po-
sibles conflictos con los países limítrofes.
• El Capítulo V, denominado De la Modifica-
ción del Delito de Aborto, incorpora modifica-

ciones al Código Penal, considerando la exis-
tencia de delito cuando no se han cumplido las
condiciones previstas. Sólo si la interrupción
se realiza fuera del plazo y las circunstancias, o
sin el consentimiento de la mujer, estaremos
en situación de delito. La mujer que consiente o
causa su propio aborto, en los términos de la
ley, está exenta de pena.

Tampoco se considera delito, aún fuera del
plazo de 12 semanas, un aborto realizado en
un caso de violación. Por otra parte, se estable-
cen consecuencias penales en caso de muerte,
lesión grave o gravísima a la mujer como resul-
tado de un aborto. El juez, mediante un proce-
dimiento legal que se determina, establecerá si
una determinada interrupción del embarazo es
lícita o no, es punible o no.
• El Capítulo VI, denominado Disposiciones
Finales, establece derogaciones de las disposi-
ciones anteriores y plazo de vigencia de la ley,
a partir del cual el Ministerio de Salud Pública
deberá realizar su reglamentación.

Evaluación final

A pesar de los esfuerzos realizados por la socie-
dad civil, el movimiento sindical, el movimien-
to de mujeres, las entidades gremiales de la sa-
lud, la Academia y algunos sectores religiosos,
el proyecto no fue aprobado. Pese a que el Uru-
guay es un Estado laico, la intolerancia de al-
gunos sectores religiosos hizo presión sobre
quienes debían decidir, haciéndoles olvidar los
compromisos del Estado con la comunidad in-
ternacional y fundamentalmente con las muje-
res. Sin embargo, esa coordinación en defensa
de la salud reproductiva ha cambiado la óptica
con la que se ve el problema, ha llevado a la luz
pública un debate que antes permanecía ocul-
to y ha dado a las mujeres más herramientas
para defender sus derechos.

El aborto no es un problema moral o reli-
gioso, es un problema social, referido básica-
mente a carencias en la prestación de salud
que resulta en la muerte, mutilación y lesiones
y agresiones de todo tipo a miles de mujeres.
La Comisión de Bioética del Sindicato Médico
del Uruguay ha destacado la falacia que signifi-
ca aprobar o desaprobar un proyecto como es-
te desde el aspecto ético. También es sinónimo
de intolerancia pretender imponer nuestra éti-
ca individual o privada sobre la ética social.
Nadie puede imponer sus propios juicios de
valor, obviando el principio de la diversidad, de
la existencia de distintas y variadas miradas so-
bre las mismas cosas y el accionar tolerante y
respetuoso de dicha diversidad.
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Las muertes y mutilaciones de mujeres, a
consecuencia de abortos realizados en condi-
ciones de riesgo, plantean un grave problema
nacional de salud reproductiva que debe en-
frentarse articulando un consenso social que
concrete el diseño e implementación de una
política integral de salud reproductiva, única
respuesta adecuada ante la magnitud de la si-
tuación. El proyecto de ley ofrecía una disyun-
tiva histórica: seguir reprimiendo en la faz pú-
blica lo que se acepta y utiliza en la privada, o
promover un cambio de actitud frente a los
problemas sociales. 

Si bien la experiencia uruguaya no ha sido
satisfactoria en cuanto a instaurar una ley que
consagrara los derechos sexuales y reproducti-
vos, sí lo ha sido en cuanto a incorporarlos a la
agenda pública. Ello implicó la existencia de
un debate social, que aunque insuficiente, ha
involucrado diversos actores. Ha implicado
asimismo la involucración de los medios de co-
municación, que promovieron el debate. Ha

incorporado a la Academia, que se manifestó
desde diversos ámbitos en defensa de los dere-
chos sexuales y reproductivos. Ha introducido
en el tema a los partidos políticos, generalmen-
te reacios a discutir temas que cortan transver-
salmente el espectro social. Ha incentivado la
participación de las Organizaciones no Guber-
namentales defensoras de los derechos de las
mujeres, y en especial de aquellas que promue-
ven los derechos sexuales y reproductivos, las
que tuvieron la capacidad de articular alianzas
con el movimiento social en general, el movi-
miento sindical y actores internacionales pú-
blicos y privados que se organizaron para ejer-
cer la defensa del proyecto. El proyecto de de-
fensa de la salud reproductiva ha permeado fi-
nalmente el ámbito parlamentario, puesto que
ha sido la primera vez que un proyecto de este
tipo se discute en ambas Cámaras, dado que
los anteriores nunca habían salido del entorno
de las comisiones parlamentarias.
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Resumen

El artículo se refiere a la experiencia uruguaya de estos
últimos años respecto al debate sobre los derechos se-
xuales y reproductivos. Si bien el proyecto de ley de de-
fensa de la salud reproductiva no pudo salvar la bar-
rera del Senado, tanto el proceso previo como los im-
pactos posteriores, han sido relevantes, generando un
debate social, aún incipiente, pero que ha involucrado
a medios de comunicación, la Academia y los partidos
políticos y convocando a una discusión que por pri-
mera vez se realiza en ambas Cámaras. En dicho con-
texto debe destacarse el papel de las ONGs defensoras
de los derechos de la mujer – en especial de los sexua-
les y reproductivos –, quienes concretaron una coordi-
nación, incluyendo al movimiento sindical, que apoyó
la propuesta parlamentaria. El debate generó asimis-
mo vínculos internacionales que lo proyectaron fuera
de fronteras. El artículo releva brevemente anteceden-
tes y fundamentos del proyecto, las investigaciones
realizadas, los compromisos internacionales asumi-
dos por el país, culminando con una síntesis del mis-
mo y de los desafíos que se generan en torno a los dere-
chos sexuales y reproductivos, y concretamente respec-
to a la interrupción voluntaria del embarazo.
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